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ha desarrollado en los pueblos modernos 
á influjo del cristianismo. 

Ciceron ( De Republica, lib. IV, cap X) 
advierte que 16s romanos jamas soportaron 
semejante licencia (1) y cita una disposi­
cion de la ley de las Doce'Tablas, que im­
ponia la pena de :fiagelncion (2) contra la 
difamncion pública, y especialmente con-
1ra la publicncion de poesías con cara~er 
injurioso. "Si guis occenta.visset sive car­
men (3) condidisset quód infamia.ro facere­
:fiagitiumve nlteri.,, En cuanto á la injuria 
,·erbal, convici1m1, que se refiere mucbq mas 
n la · injuria en el sentido moderno de la 
palabra, saüi4o es que era castigada con 
p enas pecuniarias. En todos los testos de 
los autores clásicos relativos á la actio in-

• {uriarum, no hay nada. que indique se re­
serve prue~a al autor de la injuria. Y es­
ta reserva, en oposicion con el espíritu del 
pasaje de Ciceron que acabamos de citar, 
se halla igualmente desmentida por estos 
'Versos de Horacio bien conocidos (Sat, lib. 
II. sa.t, al fin) . 

"Si mala oondiderit in qucm c¡uis c11rminn.jns e~t. 
Judiciumque. Esto, ai qnli mala¡ ood l>onl\ si 9uia 
,Tudici oondiderit lauda.,tnque Cre~Pare! Si <¡ms 
Opprobüs latraverint integer ipse! 
t;o1ventur riil<> tabulre: tu Inibus abibis." 

romanos eran demasiado iluáti:ados para 
no concluir por reconocer, que .hay h~hos 
cuya revelacion interesa á la sociedad. De 
aqní este famoso testo de Paulo (§. 18, 
pr. D. de injur.). "Eum qui nocentem in­
fa.Dl3vit, non' esse bonum ~t roquun_i oti 
eam rem condemnari: pecca.ta enim nocen­
tium nota esse et oportere et expedi-
re." · 

Los comentaristas no han visto en este 
testo la reproduccion clel principio abso,, 
luto sentado por la.a leyes de Solon, re­
tringiéndolo al caso en que, como dice 
Vinio (sobre el §. 1, lnst de injur): "Id 
quod objicitur tale est ut publice intersit 
illud sciri." Asi resulta implícitamente de 
un tesfo de Ulpiano (l. 15, § 13, D. de in­
jur.), segun el ounl, no ·se cometia inju~ia. 
tratando de ladran -al que lo era efectiva-­
mente. · Gordiano responde n;imismo, en 
lo concerniente n la imputacion de la cuali­
dad de delator (l. 3, C6d. De injm·,),· Si . 
non est nu11ciato.r, vereri non aebcs, t1e ea 
propter, qMod injurire facien<lre gratia, qui• 
dám te veltiti delatorem rsse dixerurú, opinio 
tua maculata sit. Pero la. regla · primitiva 
permanecería en vigor, respecto de las im• 
putaciones malignas que no suponen en el 

Es~s últimas espresiones: ,olventur risu infamado una. culpabilidad verdadera, y 
tabt.l<Z, indican suficientemente un& abso- que por consiguiente, no interesan al ór­
! ucion extraordinaria, motivada por la den general de la. sociedad. Ciertos intér• 
buena fama del detractor, cuando el que- pretes ~ntienen, no ·obst&nte, aun en el 
rellartte tenia una reputacion detestable;' último estado del derecho roma.no, la apli­
en una ·palabra, una. escepcion que solo cacion general de fa antigua regla, que 
sirve para confirmar la regla. Era, pues,· formulan en estos términos: Veritas con.­
len Roma, principio riguroso en el ongen vicci ;on excusat; y se fundan en un r~~ 
el castigo de la maledicencia lo mi1SU10 que oripto de Diocleciano, que forma la ley 5 
de la calumLÍB (4). Pero los jurisconEUltos del Código de Ju~tiniano, de injurú's, y cu• 

· yo principio se halla concebido en estos 
[ 1) V <-i:se H•ure fa diíamncjon en derecho romano 1011 

htnc--·nnteR po1mcnorcs que dá M. Orellet•-Dun,ft1rar, términos. "Si non convicii consilio te ali-
ell au Tralftdo d, I• difo,,,,uw11, de la Íllja,ria Y del tdtrajc: quid imjuriosnm dirisse probaturnR eKt, 

[~j • Forwidine fa~tis l · 
.ad bello dicendum delectandum qno rcdncti, fieles Yeri á ca umma te defeudit.11 En-

dice un pasaje de Iloracio -Epist. lib, JI, Epi~t, 1.- tienden que estas 1Ütimas espresioncs se 
tu.i haoe peuw en la ley Ñlm.,.i, propuesta J>Qr Cha. 
qcaulmwu1. como contmpeso á la JilJertad de la prerua. 

f:I) E~ clllltigo _del canne11 /•muatT!- faé_' estendi_do 
por la ¡un.prudencia , tod021 los el'<:ntoti difün¡at(uios 
-1'11nlo. sent. V, tít. 1 V, ~- la>-. Do nqní la rúbrica 
llel tlt. X, del lib. XL \' 11, del Digei;to: Dei•j11ri1 fa-
mo,ú lYelli,. , 
~ 4) 'No debo aplicanieá lacalnmnia, como la enten'­

damos en el dia los Jl'llmerosos te~tos en qtte ee trata 
d. ;•'111111tic, Porque cst.a palabra se tomab~ en un aen-

. . 
tido muy especial para designar la acdon de intentar nn 
proce811 do mala. fé; lo que daba lugar á pena.~ Revora.•, 
tanto en lo civil como en lo criminal-,.Galu~, ld~t. comm, 
IV, §. 17.C y sig, - Váleut, y Vnlcull, 1, 7 Cod. de ,a. 
l11mniat.- 1-;11.cu;odor no iucunia en li' pena. del 'l'alion 
como c•l111m,iadnr, por solo no haber podido probar los 
hechos de la aonancion, ,i babia wnido jnAta.~ oansu 
paro hao~rla. 
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refieren á la prueba de los hechos injurio- es mas' sencillo considerar eon Godofredo 
sos, y deducen de aquí, que para lib1·arae · esta ley de Constántino, como nna medida 
de la pena de injuria, no brunaba prol>M de· circunstancias, dirigida contra ciertos• 
la verdad de las alegaciones, sino que ~ra cismáticos que persiguian con 8US difa­
preoiso probar que no se había tenido in- mdciones n los cristianos ortodoxos. Así 
tencion de insul!:lr al reclamante. Y como es, que no se encuentra ya esta constitu­
el rescripto habla en segajda del homici- cion en el Código de J ustiniano, cuyo tí• 
dio (homicidi"m), si se interpretara de esta tulo, De f amo~s libellia, se compone de una 
suerte, se aplicarla evidentemente á los constitucion única, dada por Valentiniano y 
hechos previstos por la ley Ettm qui nacen- Yalcnse, que por el contrario prometo ho­
tem, hechos cuya revelacion interesa á la nor y recomp'enMala.utor dellibelo que jus­
sociedad. Pero esta interpretaoion, reeha- tífica.se la verdad de sus aserciones. Pero 
zada. por e6lidos entendimientos, dá un debe 

0

siempre ·suponerse una reve1acion 
sentido mas natural ti la decision de Dio- que interese a la;soc~edad. Si quia aaluU11 
cleciano. La idea cominante del 'rescripto piblicre Ctistodiam gerit, dicen los emper11-
es saber si las palabras injuriosas se han dores. Se puede: pues, considerar como 
proferido sin intenoion, si probatur1J8 u t1on habiendo prevalecido en el últÍll\o estado 
convicii conailio dixiaae.. Todo induce á creer, del deréclio rolll8.no ~ diBtincion estable­
que la respuesta corresponde á la pregt!D- cida por los intérp~etes SÓbre la My Eum 
ta, y que estas palabras faka 'tie1~ SUP9nen q,ai nocentem. 
solamente que el consultante ha con~- 68. La. rttda franqueza. de las costum• 
do probar lo que articuló, es decir, la· falta bres germánicas debía a pro rimarse mas á 
de intencion injuriosa por pe.rte suya• la legislacion ateniense. En efecto, la ley 
Creemos, pues, que esta ·ley no contiene sálica (tit. XXXIl), despues ele haber pre­
alusion ~na. á la cuestion sobre la ver- visto el caso en que se hubieran dirijido· á 
dad 6 la falsedad de las alegaciones difa- otro injurias vagaB• toles como las califi­
:matorias, Y que 88 limita á aplicar el prin- caciones de z'orro, libre (1:ulpiculum, lepO: 
cipio incontestable Injuria in affectu cw- ,.~m), afüide: "Si meretricem, et non pote­
aistit. (V. IDp. l. 3, §. 1, D. 4, t.) Otro tes- rit adprobare; si dela.torem et non poterit 
to, de bien distinto modo terminante que a.dprobare; si falsatorem, et non poterit 
el dé Diocleciano, es la. ley 1 del Cód. Teer comprobare." , Así se halla autorizado el 
dosiano, Dejamosis libelli,, en que ,Cons- clerecho ·de iprobar la& imputaciones que 
hntino dice fohnalmente: "Si quand; bmo- tienen un carácter determinado, aun lad si libelli reperiantur, nullas exinde calum~ que se refieren á la., costumbres priva• 
nias patiantur ii quornm de factis ~el mo- das. • 

ribus aliquid continebunt¡ sed scriptionis Por otra pa.rte1iuestra antigua J·urispru-
auotor potius requiratur, et repertus cum 

dencia ha estado sometida á un·a iu:fiuen­omni vigore oogatur bis de rebus quas 
proponenda.s credidit • comprobare ; nec cio. diametralmente opuesta á la de lás cos-­
tame~ supplicio, etia.m si aliquid ostende- tumbres lt{rbaras, á la influencia del de .. 
rit, subtraha.tur." y oet ha tratado de con- recho canónico. 1 Mo,idos po/ el e13píritu 
ciliar esta. constituoion con la decision de de caridad que inspira. el c1istianisnio, los 

canonistas condenan indistintamente la Paulo, observando que no determina sino 
maledicencia, así como la c·a.lumnia. De sobre los libelos infamatorios, respecto de 

los cuales, tanto la legielacion romana co- ,suerte, que despues de haber recordado la 
mo la ingles.~ han dcs;:>legido siempre una interpretacion generalmente admitida de 
severid1.d enteramente especial (l). Pero la ley Ettm (Jlli nccent.em; SchneidewintuJ 

añade: (1ml. romm. Cit. IV de injMr.) "Li-

[1) 1:o tiempo de Paulo -11ent. V, tit. IV, §. 17-, 11:uía, que no eaeédia de la rt'egado:i¡e11el ha.jo imptrie 
; illlpoo.ia á lot autorca d• liilleloa 1lllll p .. a ~ fuet?n cAstip4os llOll pcua capital. · 
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ce~ cii,uonistro teneant regaja.rite1· injurian l-arqúe' llani6 á otro'quobrado fué couae­
tem, aive verum sive tilium dicat, sira iu- nado, no ob!tlmtx3 se~ cierto el líec!io, á 
tersit, reipublieie, sive non, teneri." Esta pecfü perdonial ofendiclci (1) r .-[ 11 
última propcnsion parece haber dominado . El único caso en qne rfutoriza Dn.reau In.1 

decididamente en la práctica. No hay du- prúeba, es o.qtuil en que se trat~ de liechos 
da que los intérpretes del de~echo romano denunciados por 'medio ~ uña· :rñemoi·ia n 
establecían constantemente Jpor principio la autoridacl superio1· (ibi<l.' cáp. X, sec. II­
la distinci¿n fu~dado. en el texto de Paulo; núm. 11), lo cual se comprende liasta.1 cie;_ 
Carp_zovio ( Nov. pract.,rer. crim. quest. 96 to punto en la facultad de intentar uno. ac, 
n. 76.) dice formalmente: Quod ipsum ta- cion ju<licial, facüÜad que jllmás'ha podido 
men Zimitatur, si re~,;ubla ,esped,iat convi!ium négarse. Finaimente, la antigua jnrispru­
vianifestari: algunos Jle~ban 4 ,dar upa dencia liabia ya autorizado respecto del 
singula.J.· ostencion á la justifica~ion fun;d!l.-, foro, el derecho de expresar oon una liber­
da en el interés público, enseñando, que tad, sin fa cual llega.ria. tí ser imposible el 
con venia divulgar, bien :fuera el adnlte- ministerio del abogid~ ''H~y c'asos, aecia 
rio, cu~·a represion inte~esa al 6rden so- en 1707 • el aoog,do Portal, en ique no se 
ci:ll, bien las enferme~des cont~io~, puede defender la caus3 ·sln ofender •Í\ la 
cuyn, propagacio,nl es muy ele temer (l). persona, ni alacttr' la.injusticia. siu deshon­
Pero en los últimos sisI:os, no se ,atenian rar á la. P.arte, ni 'esplica.r los hechos sin 
generalmente al adagio: terit~ ~'liicii rwn valérse de•términos duros, Ú'ñicos eap:i.ces 
csc'usat. Así Domat, que habitualment.e se de da.dos á conocer y de reprcsen't.arlos á 
limita á reproducir las decisiones de las los ojos de los jueces. En tales casos, ks 
leyes 1·omam1.s, no menciona en manera al- hechos injuriosos, desde que se hallan 
guna la ley Eum qui nocfnte111, Y die~ t.in exentos de , calÚinnin, constituyen la causn. 
sQlo (Derecho público, lib. lll, jít. II, mism&, IejÓs de ser purakente hechos est&­
§.13): "Aunque las palabras injnposas no riÓres, y la pai-te que di{ ellos se querella 
contengan no.da que no sea confotme 1Í la. debe mas bien quejarse ele sñ conducta. de­
venlad, aun de público, no por esto hay sarreglada que de la indiscrecion 'dei abo-
exencion de la pena de injuria.." Da.rea.u, gado.'' ) ,ti..< . . .• 
en el tra~do espeeial que ,public6 en el ~1- 69_ Segi/n • 1n, legislacion inglesá.~ debe 
timo siglo 80?re'las injurias, se,e;'PresaJÉm clis:inguirse, sobie la facultad de 1hobar la 
estos términos .~cap: I, eec. I, n. f)_: "L~ verdad de las alegaciones injuriosa~, entte 
justicia afecta. prudentemente.> c,ons1dera.r la' dif-1.macion ~e1bal (stander) y 'el libelo. 
las imputaciones, aun las mas ciertas, co- , e 

, • En el primer caso, cuanüo 'h_a lugai· ~olo á 
mo otras tantas calumniáe, y sin esplicarse 1 . h . il , 

1 
t· ,,.. d ho 

. ! a acc10 c1v , re~ e an 1guv erec 
mas, las castiga, segun aparece mas 6 me- L • 

1 
. ~. 

1 1 
• .. 

8
. 

• la .3 .. d , ·, . ., . -.·t· germu1nco, so o se cas,1ga. a ca umm.a. 1 
nos verlm por s1 nusma, sm p01w1 ir· r d b II di Bl ,~ t (V l "\.t 

• • • 1 pue o pro ar. , co a.11s one . a ra-a.l acu~ldó, s1 no muy raro.s vee~s, probar , 1 .1
11 

, 

la realict.'\d de las imputa.ciones ,por vfa de [lJ LM injnri11.• verbalM no er!\ll penadas general-
escusa.', En su consecuencja se ha de- mente sino con multn y i\ reparaciones. En cuanto á 

los libelos difnmátmio~, !ns ordeuauzns de nue ... tros re­
clarado por sentencia clel Tribunal ele Pa- yCR los casti!BlJnn con ri¡o)' excesivo. Cunocicla CH la 

,eutcncio. de 7 de Abril de 1712, que c_onc1rll6 n Juan 
ris de 19 de Abril de 1670, punible la im- lltú1tiista Rons,t•an á destierro perpltuo por LnlJé'í'Me 

Putacion de '+'alsm·io hecha á un escribano, im{lutado haber t>,1C1ito re1-sl,* ctcuudnlosos y difnma­
.,' tonos. En tirfod de otra~ scnténfios tamhicn 11or el 

no obstante ser cierta, y por sentencia de Parlamento de J:>arii; 1'11 lfil:4 3· en lt86, lu~ nutorcij de 

l r:; de .n1·c·1embre tle 16"¡9 (2) nn p," 1·t1·cu- licclos contra el rey fueron c¡ucmndos con 8U~ escritos -
" " en la.a gmdns del P11Jacio. El' 01e10 be<he de h:iberji-

o. e jado, dfr11.lg11du 6 ctndtdo libelos infnmntNio~, >C <'U.s"f.i-
[l) Hállanl!C <.'\lliosol! pormenorH sobré este pnnto gaba. ~c¡nm la dccln.ruéion de 17 dti J~ncro. de, lt.§~, con 

en le. obra de }:l. Grcllet-DumaY.eu, n. óC0. pena do nzot~ y ele 1nuorte, en CG:10 de reincidencia; e! 
[ll) D111eau u.fiala, no obstaüte, ronio "ingulnr un edicto de Eucrn de l[.f¡6 pr<,1iuucin1a inmediatamente 

nuto de 8 de Octubre de 1610, decrot11Ddo el Bobrel'ci 111 pena <le 01rerte. Es ta terrible rnnciou Fe e.ct11entro, 
miento on una cauea en que se querellaba Uil hijo de UD" todaTía en el¡Códigqleunl publicado en 1713 por Vlc-
ahorcooo do haber sido c&lüicado ele tal. • tor Amadeo, fundador de la monnrqu!Q sarda. 

... •• 11 • 
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' 
duccion a.e M. Chompré, lib. m, ·cap. VIII 
con las notas ele M. Christian, "qne el co­
merciante es un quebrado, el médico un 
charlatan, el legista un bribon y el teologo 
un herege, las accionés respectivas qué ellos 
intentaran no producirian efecto, porque 
aunqué pueda resultar de la imputacion un 
perjuicio notable, no obstante, si el hecho 
es cierto, hay tlámnmn absque irt}ttria, y 
cuando ño hay injuria, la ley no ~oncec1o 
reparacion.'' 

En el casd ele libelo (1), el derecho co­
mun inglés no adinitia,.si se entablaba lá 
accion criminal, la prueba de la realidad 
ele los hechos, porque esta reali~d no ha­
cia cesar el ataque que ~a el libelo al 
órden público, y de aquí la. máxima de lord 
Mansfield: Cuanto m&s cierto es el hecho, 
mas injurioso és .el libelo (the'•rhore ihc 
ir·ush, the more the libel.) Pero un estatuto 
reciente (Stat, 6 y 7, Vict, cap. 96, § 6) per­
mite al inculpado justificar ante el jurado 
la verdad de los hechos que alega. En Amé­
rica (M. Greenl~af, toro." m, pág. 180 y 
siga.) se ha partido del antiguo principio 
inglés; pero poco á poco se ha modificado 
6 abroga.do· por los estatutos particulares 
de los diversos E1:;tados de la Union. Un 
punto sobre el cual se esta de acuerdo es, 
que la prueba de la verdad de las imputa­
ciones es siempre admisible cuando se tr.a­
ta de un interés público, where, the mattet 
es pmpter fór public in/ ormation, como lo 
admite, segun vamos á ver, la legislacion 
francesa (le 1819. El acta del Cotgreso de 
14 de Julio de 1798, que consagra este prin­
cipio, á pesar de haber tehlao solo 1ma 
aplicacion tra.n'.&itoria, üene autoridad so­
bre este punto, como razon escrita.. 

70. Lleguemos á nuestra. legislacion mo­
derna, En el derecho intermedio no babia 
ninguna. disposicion represiva, sea de la. 
difamacion, á no ser que degenerase en in­
sulto (2) (ley del 22 de Julio de 1791, tít. 

~1] El libelo en Inglaterra y en A.mé.lica.se entiende 
de toda clase de publicacion, por ercrito, impreso ó no, 
pintura, et.o. [Véase los estatutos revisados por Meine, 
cap, 165, §. lJ, lo cual ofrece una gran ane.logía con las 
clases señaladas Por el ert. 1 de la ley de 1 de Mayo de 
1819. . . 

(2) No hablemos de la simple in.inrin "'erbal. ca.~tiga-

II, art, 7, 3~); sea cÍe la calumnia, á no ser 
que degenerase en falso testimonio, c1·únen 
previsto por el C6digo penal de 1791, así 

l 

como el Código penal actual, 6 que consis-
ta en cartas anónimas acusando á ciertas 
personas de atentado contra la seguridad 
del Estado (decreto del 6 florea!, año TI). 
Salvo' estos casos escepciona,Ies, no podía 
liaber lugar, aun respecto de la calumnia, 
sino á fo. accion civil; y sabido es que nues-
tras costumbres repugnan reclamar una re-
paracion puramente pecunia.ria • respecto 
de delitos que ·atacan el honor, "De aquí 
ha resultado," dice M. Faure en la espo-
sicion de motivos del Código penal, "que la 
calumnia no haya sido snficientemente re-
primida, y que no hayan temido la envidia 
6 el ódio atacar la reputacion de los suge-
tos mas reconienclables. Ha largo tiempo 
que se deseaba que el legislador pusiera un 
freno á ta.les escesos." 

71. El sistema del Código penal de 1810 
consistia en reprimir nominativamente so• 
lo la calumnia; pel'o comp1·endia con el 
nombre de c

1
alumnia la mayor parte de ca­

sos de maledicencia. Y en efecto, el art. 
368 del Código reputaba falsa toda impu­
tacion en apoyo de la cual no se hubiera 
producido prueba legal, y el art. 370 no 
J>ermitia admitir como prueba legal mas 
qne la que resultaba de una sentencia 6 de 
cualquiera. acta 6 documento auténtico (1), 
Finalmente, los arts, 372 y 873 reservaban 
al acusado la facultad de denllllciar los he­
~h~s imputa~o~, si .e1·n.n punibles, .segun la. 
l~y, salvo sufrir' J.a pena de la denuncia ca­
lumniosa (2) en el caso de que hubiera tra­
ia.do á ciencia cierta do inducir en error á 
la. justicia.. . 

Este sistema ca.recia. de franqueza, ea 
cuanto penaba como calumnia la divulga­
cion de hechos, aun notorios (art. 868), si 
no se probaban legalmente, Por la invel' .. 

da entonceR como en el día con penas de simple poHcín.. 
[ Cód. del 3 de brumario, año IV, nrt. 605.] 

[1) Acerca de los diversos sentidos que tienen en el 
ácrcoho francés las palabras actas y tftulos ó docnmen- · 
ws, véase lo qne ee clice e.a los números 458 y lliguicntes 
de esta obra.• -N. de C-. , 

[2 J .A.qui la cailllcaoion do r11lumnso1a se entendia , 
tambien en et mismo sentido qne la calumnia del clere•¡ ~- • 
('ho romano, ~~ ~ .-ob \ · 

u~\~t'f-<!P c.t-'~\\\'it -~' 
,,i'-'I)'~ ~~ \'SJt, "'~\C~ 

,,~ü ~, t\>-V.~• 
\1>'2.~ "''º ,1,11. 
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s~, iba demasiallo lejos, en cuanto no dis­
tinguia. entro los actos auténticos destina­
dos á la publicidad, de los que deben per­
manecer secretos, como decia al Oonsejo 
ele Estado el conde de Segur, al pedir la 
represion de fo. simple maledicencia: "La 
ley no debe permitir que se produzcan las 
actas del estado civil para revelar el des­
honor á la vergüenza de una desdichada 
que ha tenido un momento de debilidad." 
Sobrado ostensiva en cuanto á la. prueba 
de los hechos de fo. ,id.'\ p1iva.da (1), la 
legislacion do 1810 era, poi· el contrario, 
de un 1igor intolerable en lo concerniente 
á los actos de los funcionarios públicos, 
puesto que no permitia. dar aviso de las 
malvei·saciones , concusiones , abusos ele 
autoridad mas evidentes, si no se podia 

· cumplir la condicion ve1·da.deramente ir1i­
soria ""l'!e justificarlos por medio de una 
acta auténtica. Y sin embargo, respecto 
de hechos de esta naturaleza es de los que 
que debo decirse con Paulo: "Peccata no­
centium nota es3e et especfire et oporte­
l'e.'' En esto se reconoce de un modo muy 
notable la propension celosa del Gobierno 
imperial, pocó favorable á In. libertad ele 
la prensa. 

72. La. legislacion do 1819 ha verificado 
en esta materia tma importante 1·eforma. 
La ley ele 17 de Mayo de 1819 (art, 13), 
califica, como ya hemos dicho, de difama-
111acion, toda imputacion de un hecho que 
ataca el honor y la conside1·acion de la 
persona ó de la corporacion á que se im­
puta el hecho. Sin embargo, la difamacion, 
segun la etimología. de esta palabra, supo­
no publicidad; en su conse~mencia., la im­
putacion mas determinada, en el mero he­
cho ele no ser pública, se considera como 
una injuria de naturaleza menos grave y 
os castigada con penas de simple policía 
(2) (lbicl. ru:t. 13; C. pen., art. 375 y 366). 

L 1 J lMo hi.~tcma so ha sostenido hasta el dia en 
Bélgica, on cuanto á los actos de la vida privada· en el 
proyecto ~el Código_1?43nal !36 dillting11e (art. 1514 y sigs.J 
111 calumrua de la difamac1ou propwnente dicha que es 
castigada con menos rigor. 

[2) Cesaría tambien toda penn, ,ü hubiera ~ido pro­
vocada la illjwia. (Cód. pen., art. 471, U.]. Daneu. 
[_Tratado de la, inj"riiu, up. X, tie&eion X, n, 13~ qu1t­
na que la 'provocacion, en M90 de injwias verbales, 

Pero en semejante hipótesis, la injuria di­
famatoria, así como la injuria. propiamen­
te dicha (n. 65), escluyc la prueba ele la 
veracidad de los hechos injuriosos, aun 
respecto de un funcionario público, por­
que, si es permitido ériticar la conducta 
de los agentes de la autoridad, es solmnen­
te cwmclo se verifica ele una manera frnn~ 
ca y leal. Es preciso, pues, suponer di­
famacion pública, sea para aplicai· la's­
penas dictadas contra la difamacion (cas, 
sec. reun. 11 deFefrero de 1839), sea para 
en.minar si debe admitirse al acusado 
prueba sobre la verdad de los hechos di .. 
famatorios. Sobre esta grave cuestio·n de 
la. admisibilidad de la prueba, la legisla., 
cion de 1819 fijó una. línea de demarcaciou 
enti-e los hechos de la vida. privada y loR 
concernientes á las personas que obraron 
con carácter público. Tratemos ahora de 
la difa.macion puramente p11 va.da, que ofre­
ce menos dificulta.des. 

78. A esta dilamacion se aplica en to­
da su fuerza el artículo 20 de la ley de 26 
de Mayo de 1819, que dice; Nadie será 
admitido 6. probar de los hechos difama­
torios." Bien mirado, este sistema. es el 
mas conforme á nuestras costumbres (1). 
"Apesar de toda la atencion mas escrupu­
losa que se tenga sobre sí mismo, dioe 
Dareau (Tratado de las injurias, cap, 1, 
sec. 1, núm. 4), no hay nadie quo no su­
cumba algunás veces á debilidades parti­
culares, nadie á quien no se puedan hace1· 
imputaciones que le mortifiquen. El in­
terés de la sociedad exige, pues, no cui• 
darse de la conducta. ele su semejante, y 
pensar en su propia roputacion, sin deij-

" 

pe~llliiiero colllsiguar que lo~ hechos alegado$ eraJt no­
t?nos ó al mcn,a estaban probados por escrito. Bn ol 
dm, fuera de los ca.'!Os previstos por el nrt: 471 del Cód 
penal, la provocacion, sin o.Iterar en nada la.i regla¡¡ fil,: 
l>!l3 la prue~a, podría considcrar,¡e solamente como WJa 
circunatanc1a atenuante. 

[lJ Sin embar~1 no ha sido profe;:ado ele uu modo 
tan absoluto l!Or el ilustre Mr. Royer Collard al dfacutir­
se la ley du 2ti de Mayo de 181!1, como se piensa gene­
ralmente, E_l orador no profo~ó co1uo opinion perMOnal 
suya la doctrma do c¡uc dtbe am"rallarse te 11id11 prirada 
pues $Olamen_to dijo conniguando la teoría de la ley 
- ·Caus. de D1p~t. d~ 2B do Abril de 1819-: "Ilé sqw 
amNTallada la mla, ~1 p~~o servirme de esta cspresion; 
~ la_ ha declarado mv1s1ble, ~e halla encerrada ·en el 
mt~norlde l11~ casas. 
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truir la del próximo." No ei;, pues, hoy 
permitido revelar malas acciones ó desgra­
cias prh-adas, aun cuando se prueben del 
modo mas auténtico. .Así el Tribunal cor­
reccional del Sena, juzgó con fecha 17 de 
Diciembre de 1831, difamatoria la califica­
cion ele viejo forzado, que se dirigió 6. un 
índiYiduo para recordar (1uo habia sufrido 
una condena á presidio pcrpétuo; porque 
.el interés social pruhibe volYer á abrir 
tales heridas, que por el contrario convie­
ne cicatrizar. Así, pues, segun la dochi-
11a que profesaba el informante de la ley 
de 17 ele Mayo de 1819, la alegacion mali­
ciosa de pérdidas sufridu:s por un nego­
ciante-puedo perseguirse corno atentatoria, 
si no á su honor, al menos á su considera­
cion y crédito. Estamos lejos del sistema 
de la legislacion prusiana, que admite en 
todo caso ~ódigo penal de 1851. §. 157) 
la prueba ele la ,erdad de los hechos re­
putados difamatorios, con tal que estos 
hechos estén bien articulados, y que el 
Tribunal los reconozca. pertinentes y pro­
pios para esoluir 6 atenuar la culpabilidad 
del acusado. 

Sin embargo, por riguroso que sea el 
sistema de nuestra legislacion, no debe 
exagerarse su trascendencia, y autorizar, 
por ejemplo, la accion difamatoria contra 
erque llama ladro11r al hombre que acaba 
de se1· condenado por robo, ó cortescma á 
fa mujer inscrita en los registros de policía 
(1). No fué tal el pensamiento de los au­
tores ele la ley de 17 de Mayo, los cuales 
solo quisieron, segun la esposicion de los 
motivos pre~entada por Mr. do Serre "im­
pedir la clivulgacion de los hechos cuya 

Publicacion causaría un perjuicio real, 
fu · t II s· aunque por otra parte eran cier os. 1 

no se produjeron la disposicion del art. 
367 del Código penal, en cuanto á los he­
chos, cuya publicidad autorfaa la ley, fué 
porque temieron que se abusara. de elfo. 
pai·a revelar maliciosamente condenas ya 

( 1] Se prohibe dirigir semejante calificacion sol~­
mentc {l las mujeres do ,irt\111 equí,oca, segun ~l anti­
guo ndagio: "Muli~ri qt11l' wu .PªI~ _et p¡µ;s1m1 sed 
paucis sui facit cop1nm, co:mpeht mJu.narnm a~t10 nd­
vorsu~ eumqui eam meretricom ,ocont. -Boenus. de• 
tia. 12.5.- .. 

... 

. 
expiadas contra la doctrin:Í. de Vinio (so­
bro el §. 1, lnst. ele injur.), y lo; antigua 
práctica. (n. 68) Pero U(? pudieron con­
siderar como diíamacion, la alegacion de 
hechos patentes, tales como los que aca­
bamos de indicar. Segun los principios 
generales del derecho penal, recordados 
en la discusion de 1819, la diíamacion, así 
como todo delito caracterizado supono ú 
un tiempo mismo intencion de perjudicar 
y perjuicio causado á otro (1). Pues bicu; 
la calificacion de ladton dirigida á un hom­
bre que acaba de ser condenado por robo, 
no es de tal naturaleza que le ocasione 
perjuicio alguno. En este sentido, decilt 
l\I. do .Serre ( en la ci~da esposicion de 
motivos): "No hay difamacion, segun la 
definicion de la ley penal, en repetir un 
hecho público y notorio, y mucho menos • 
cuando esta notoriedad se ftmda en la pu­
blicidad de actos de la autoridad.'' .Aña­
damos por fin, que en el caso mismo en 
que hay diíamacion punible, la ,erdad ó 
la falsedad de los hechos imputados está 
lejos de ser una circunstancia indiferente, 
segun lo reconoció M. ele Broglie en su 
informe á la Cámara de los Pares sobre la 
ley del 17 de Mayo: cuando los jueces es­
tén íntimamente convencidos de que hay 
calumnia, aplicarán el máximu11 de las pe­
nas lega.les, un año de piision y dos mil 
francos de multa, mientras que 1ma ligera 
maledicencia. sel'á · solamente penada con 
una multa de veinte francos (ley de 17 do 
Mayo de 1819, art. 18.) • . 

La prohibiciou de la. prnoba no puede 
destruirse, por ser de órclen público, ui 
aun por consentimiento del querellante 
(Trib. civil ele Sena 27 de Diciembre de 
1843 y 7 de Febre1·0 ele 184.6.) 

Ademas, el legislador de 181!), como, el 
de 1810, reserva al autor de la imputacion 
la faculta.el de denuncio.r los hechos puni­
bles seguu la ley, y unn. vez fonuadn. esta 
denuncia, se sobresee en la prosecncion y 
en el juicio del delito de difomncion (ley 

(1) Dajo , e~te respecto, pertenece la n¡,reciacion .e~­
cluaivrunente á los jueces del hecho, como lo ha dec1d1-
do la sentencia denegatoria de 17 de Mayo do 18!í8,. re­
lativa a.i famoso asunto dol 111ilagro de la Salftt<&. 

.. 
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ele 26 de Mayo do 1819, art. U). No se 
~plica solamente en este caso el principio 
de derecho comun, segun el cual se sus­
pende el ejercicio de la accion civil por el 
ele la accion pública (C. de Inst., art. 3). 
A.un cuando declarase el ministerio públi­
co que no queria dar curso á la denuncia, 
131 acusado, por el mero becho de constituir­
se en calummador, se colooa bajo el impe­
rio del principio que dictó la ley Bum qui 
noce,item, y se espone á sufrir la. pena de 
denuncia calumniosa, tiene por el contra­

-a·io la ventaja de no poda- ser perseguido 
por simple difamacion. Esto es lo que re­
sulta del texto general y absoluto del art. 
25 de lá ley de 26 de Mayo de 1819,.como 

· j~6 el tribunal de casacion el 8 de Di­
ciembre de 1837 y el 5 de Julio.de 1844. 
Pero, si se trato. de una acusacion crimi­
nal, sobre la que no puede el aulor ele la 
imputacion hacer que conozca el Tribunal 
cr4ninal, ¿quedará indefinidamente parali­
zada la aocion por difamaoion á oe.usa del 
~breseimiento? Tal seria sin duda la con­
secuencia de los principios generales que 
autorizan la independencia de la accion 
pública. Y no obstanie, el querellante 
tiene derecho de obtener justicia; y respec­
to del acusado, por otra parte, el procedi­
miento de la denuncia es, como dice la 
sentencia de 1844, un medio de defensa. 
Es, pues, preciso reconocer, que el mi­
nisterio público está en este caso obli­
gado excepcionalmente á hacer que co­
nozca del negocio el juez de instruccion 
y despues la Sala que resuelve sobte las 
acusaciones, salvo proceder segun juzgue 
conveniente. No obstante, parece haber­
se decidido lo contrario por una sentencia 
de casacion, feeh& 11 de Diciembre de 
1M2; pero resol'rió sobre una hipótesis 
particular, en que pertenecía la iniciativa 
esol~vamellte -1 Fiscal del Tribunal Su­
premo, por lo que no debe esto OODSlile­
rarae sino como una ex•on que comir­
mala regla. 

sea de loa derechos constitucionales, bien 
de la libre defensa ante las tnlnmhles tie­
ne la inmunidad completa respecto de los 
discursos y escritos, cualquiera que sea, 
por otra parte, la verdad de los -hechos 
alegados; y el caso én que es admitido ol 
acusado á justificarse probando lo. verdad 
de estos hechos. 

75. Bajo el p1·imer punto do vista, 11i 
los discursos pronunciados en las Asam­
bleas legislativas (decreto de Febrero de 
1852, art. 9), ni los informes ó documen­
tos publicados por órden de estas Asam­
bleas, podrian : dar lugar á acoion •ª, 
salvo en caso de exceso, el ejercici!) del 
poder disciplinal confiado al presidente. 
Lo ~o regia, como consecuencia de es­
to, respecto de los extractos de las sesio­
nes de estas Asambleas, si estaban hechoa 
de buena fé Qey de 17 ele May6 de 1859, · 
arts, 21 y 22) antes de la Constitucfon de 
1852, que solo repite la reproduccion del 
act.a verbal redactada bajo la inspeccion 
de la. autoridad (1). Esta inmunidad no se 
estiende á lait deliberaciones de los consej°" 
generales provinciales y municipales; por · 
que teniendo estas deliberaciones por ob­
p,tó intereses de un 6rden mas positivo, no 
ádmiten las reoriminacione11 apasionadas 
qtte la h'bertad de discusion nos obligo. ' 
tolem en las discusiones pura.mente políti-: 
cas; así lo ha jw:gado el tribunal de casacion, 
especialmente por sentencias de 8 de No­
'Viembre de 1844 y de 27 de Mayo de 181.,. 
En cuanto á · las reuniones preparatoriaí{ 
en que f!xaminan los eleotol'es los títulos de 
los candidatos, es cierto que ningun texto. 
concede inmunidad absoluta á los discur­
sos que se pronuncian en ellas. Pero se­
ria evidentete poner un obstáculo al pleno 

7 4. Lleguemos á lo concerniente á la 
vida pública. Bajo este respecto conviene 
~ el caso en que~ ejercicio, bien 

y completo ejercicio del derecho electoral, 
no admitir el seno de estas reuniones la 
discusion do todas las circunstancias des-
f a vorablei, á los candidatos que se presen-

[ i J Al autorizar la. publieacion ia ate••o del acta 
T'&rbal de las 88l!IODW del Senado y del Cuerpo lepJ. 
tivo, el decreto de 14 íle Noviembre de 1860 J10 hamo­
dificado el art.-42 de la Oonatitucion, que ~rmite f. 10ll 
periódiooll reproducir el acta verbal od01al. -Véase 
reipéct.o de la sanolon de est:.r prohlblcion el decreto ele 
t?ae Febrero do 1-3;'3, &!t.i, U, 16 y l'j.-
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tan en ellas; la. libertad de elogiar lleva 
consigo lo. de vituperar. Podrá ser eato 
funesto para, el comerciante ~ue~rado á 
quien se le echen en cara las perdidas su­
fridas por sus acreedor~s, ! para el pena­
do .cuyos antecedentes Judiciales se reve­
lan; mas para evitarlo, no tenían mas que 
no descubrirse, en cierto modo, prese~tán­
doso ó. solicitar los votos de sus conciuda­
danos. No seria así respecto á. las alega.­
ciones que no atacasen direo~men!e ó. la 
persona del candidato, como Sl se difama­
ra á su mujer ó á su hija: en tal caso no 
podga inyocarse escusa alguna fundada e1:1 
el interés general, Por lo damas,_ no <le­
bc perderse de \'isto. que no ~biénd~se 
establecido en nuestras leyes nm~>~n-
9ipio sobre OHte punto, los tribwiale~ he: 

poder disciplinal del tribunal quo conoce 
del asunto poder que corresponde al pre­
sidente de' una Atwnblea legislativa para 
con los miembros de está Asamblea. La. 
legislacton del imperio, poco lavorable :.í· 
los abogados, reservó una accion para los 
casos de ccuumnia grave (l). (Cód. pon. ~rt. 
337). Mas liberal la~ 1819 solo ~izo 
esta reserva en lo relativo, á hechos difa­
mo.torios ostraños á la causa, 6 que 80 re­
fieran al derecho de tercero Qoy de 17 de 
Mayo de 1819, art. 13). Las dificultades 
á que puede dar lugar la. aplicaoion de es­
ta cli.sposicion son o.ganas á nuestro 11su nto. 

76. -.,!Lleguemos á la hipótesis. que h~ 
suscitado las cuestiones mas delicadas, n 
la en que se admite la. prueba. al acusado, 
de cuyo. materia. trata el art. 2~ de la ley 
de 26 de Maye de 1819. conoodido en cis­
tos términos: 

poder discrecional paro. apreciar s1 nen un . lí ·t 
la cµsousio}! .se encierra en un JU.'!to ~ e 
(sent. de 11 de Mayo de 1843). Atendien­
do al heoho, cuando se pru~be la fals~dad 
de la imputacion, será fácil al can~dato 
obtener una eon<lena, porque 1,0._ment~a y 
el fraude no tienen derecho a mmun1da.d 
alguru.l. Por eso, en,1832, se justificó de 
una uµmera. brilla.nte, 6 hizo oondenar á 
un eleotor que le había calu~~ado, ~­
Ducombe, miembro de la opos1cion r~d1-
cal en Inglateri·a: calificado en el Mormng­
Post de hall&rse 00011icto de estafa. Pue­
den aplicarse á nuestro derecho las pala­
bras pronunciadas por Lord D~nn:, 0 ~ 

el ~ibunal del Banco de la Rema: Sé 
"bien, que si se debe conceder á la prensa 
"alguna libertad sobre la~ personas'. es 
"cuande estas personas aspiro.u á ser nn.~m­
"bros del Parlamento; entonces es preciso 
"tolerar revelaciones de la vida privada, 
"qu~ en otro caso serian pnnibl~s. Pero 
"en este caso es preciso conveD.11' en que 
"el querellante ha justificado _sus acciones 
"mas de lo 4 que estaba obliga.do: no so­
"lam.ente ha probado que las alegaciones 
,,i.Dlerta,s en el Morning Post ataeaban su 
, 'honor, sino tabum 411-e los hechos eran 
"enteramente falsos/' 

Un• wmua~ ~ ut.igue. (núm. 58) 
le concede aJ foto, salvo el ejercicio del 

"A nadie 88 admitirá prueba sobre la. 
verdad de los hechos difamatorios, sin~ en 
el caso de imputacion contra los deposita­
rios ó agentes de la autoridad, 6 contra 
t.oda persona que ha, obro.clo con carácter 
público, sobre hechos relativos á sus fun~ 
ciones. .En este caso, podntn probarse los 
hechos ante el lribunal por t-0da.s las ví~s 
ordinarias, salvo la prueba en contrano 
por las mismas vías. La prueba de !ºs 
hechos imputados pone al autor de. le. lDl• 

putacion al abrigo de toda pena, sm p~r .. 
juicio de las pronuiiciaclas contra toda m-. 
'uria que no dependa necesariamente de 
l " los mismos hechos. . . . 

Téngase muy en cuenta; cOJDo lo milica. 
suficientemente el texto, que la facultad tlo 
la pruooa ae refiere á la naturaleza de loe 
_ ,j:08 y no á la onalidad de las pent0naa; 
IWL 1 4-.....¡da 
que en conseeueucia, se· hálla pro...,t5~ 
contra la difamacion la vida privada de l~s 
funcioutmos, lo mismo que la de losl!arti­
cull\res, y en sentido inve~, se coDsidera 
como fnnéi Obl\rio al particular que obrlL 
obra con carieter público, a.1lDqué aea- un 
simple guiirdio: nacional ( aent. de 5 de 

[lJ Aun eu el di.a, no ~e•~ ~ ::= 
á la de~""eiª 'ª'-•*ªiio 4:1~ ~- la 
~~r!~DJ't°~! ~e11t. de 1 °, de Kam di! ¡;J__. 

• 
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Agosto de 1831). Esta d.istincion era igual­
mente importante liajo el imperio de la 
legislacion de 1819 en cuanto á la compe­
tencia, puesto que conocia el tribunal cri­
minal do la difamacion rclath-a tí los he­
chos de la vida pública, al menos cuando 
se cometia por la prensa ó por otro medio 
ele publicacion, siendo así que han cono­
cido siempre ele la difamacion puramente 
privada los tribunales correccionales Qey 
de 26 de Mayo de 1819, arts. 13 y 14.) 

por la prensa 6 por otro medio de publi­
cacion. En su consecuencia, el tribunal 
de casacion decidió por númorosas senten­
cias que el funcionario difamtulo podia, cu 
Tez ele acuclir al tribunal criminal, proson­
tarso á los trilmnales civiles en reclama­
cion do daños y perjuicios. Y como Ion 
magistrados ele! tribunal criminal ( de asst­
BCII) representan la jurisdiccion civil, juzg6 
el tribunal do casacion, un& aplicacion ti 
las reglas del procedimiento (C6d. de proo. 
crim., arts. 358 y 359) que despues de un 
veredicto, aunque fuera negativo, del ju­
rado, el tribunal rindiendo justicia sobro 

Esta doble garantía de la facultad de la 
pnieba y ele la competencia del jurado, 
concedida á la libertad de la prensa, no se 
ha aceptado f,íci!mente por los funciona­
rioij públicos. En primer lugar, obrando 
contra el movimiento liberal que ocacion6 
la legislacion do 1822 (arts. 17 y 18) res­
tableci6 la jurisdiccion correccional 1·es-

• pecto do toda difamacion, y prohibió que 
jamas so probara con testigos la reali­
dad de los hechos difamatorios; sistema 
algo mas ámplio "que el del C6digo pe­
nal, puesto que exige una neta ó documen­
to auténtico (v. núm. 21) sino quo en mu­
chos he<lhos cuya prueba no puede hacer­
co por escrito, hace ilusoria la facultad ele 
probar. En segundo lugar, cuando so pu­
so en vigor el sistema do 1819 por el art. 
5º de la ley ele 8 do Octubre ele 1830, se 
trató de eludir este sistema, nunque sin 
atacarlo. 

la accion ch-il, podía conceder al querellM­
te inclemnizacion ele daños y perjuicios, y 
hasta pro"idenciar la supresion del escrito• 
Si tal era la consecuencia de los principios 
generales do! derecho penal, debo confe­
sarse que semejante jurispmdencia estaba 
en oposicion manifiesta con la voluntad es­
prcsada por el legislador en la d.iscusion do 
1819, de no atribuir á la magistratura mas 
que el conociniiento do la difamacion pri­
vad,i, ó al menos de la difamacion verbal, 
y de reservar :i una jurisdiccion que tiene 
un c..1racter mas liberal, á la del jurado, el 
conociniiento do las difamaciones relativas 
tt la vida pública, cuando se cometían poi­
cualquier moclo de publicacion. Este con­
fücto entre los principios generales de la 
penalidad y el espíritu de la legislacion es­
pecial, se complicaba tambien por las difi­
cultades que presentaba on su aplicacion 
el sistema admitido por la jurispruclenda. 
La accion civil, aun entablada ante los tri­
bunales civiles, hacia que el acusado tu"io­
se facultad para probar la verdad de los 
hechos que había alegado. Pero ¿cómo su­
ministrar esta pmeba? No ofreciendo al 
acusado la infotmacion no publica ante un 
juez comisario, las mismas garantías que 
la informacion pública anto el tribunal cri­
minal, tal como lo ha organizado la ley de 26 
de l\Iayo (arts. 21 y 22), venfa á elecidirl'l6 
que debía hacerse una informacion suma­
ria en la audiencia. Todo esto era bastan­
to arbitral'io, y los sistemas mas 6 menos 

ingeniosos, imaginados por los autores pa, 

A fin ele sustraer de la com¡;¡otencia del 
jurado la accion de difamacion, cuando se 
dirigen ataques contra los funcionarios por 
la vía de la prensa, se invocó el principio 
autorizado por el C6digo de procedimiento 
criminal (11rt. 5~), que permite ejercer la 
accion civil á eleccion de la parto ya sea 
ante el jurado quo conoce de la accion pú­
blica, ya sea separadamente. Ahora bien, 
se dice, siendo la difamacion un hecho per­
judicial parn el funcionario (Cod. Nap., 
art. 1382). dti lugar á una accion civil, lo 
cual es tan exacto que h mi? ley ele 
26 ele Mayo do 1819 (art. 29) fij6 en seis 
meses la prescripcion clo la accion públi­
ca, y en tres años h presoripcion clo la 

ccion civil contra los cleijtos cometidos 

• 

• 

BONNIER.-TRATADO DE PRUEBA3. 47 

ra hacer mas sensible la necesidau do que 
interviniera el legislador. Pues bien, mien­
tras el tribunal de casacion, perseveraba 
<!Ontra el clie!nmen del fiscal, en su juris­
pmdoncin, poco f,worable :í In libertad ele 
los escritores, los acontecimientos ele 1848 
'rinieron ,¡ dar b razon ,¡ la prensa, y so 
decidió la cnestion de competencia ú sn ra,_ 
rnr por un decreto ele! gobierno provilllo­
nol, ron feelm ele! 23 do mayt> ele 1848 (1) 
N,ncebido en estos términos: 

"Los tribunales CÍYiles son inoompoten­
"les para conocer ele las difamaciones, in­
"jurias ú otros ntaques clirigidos por medio 
"do la ¡u·onsa ó cualquier otro metlio de 
"publcacion contra los funcionarios ó con­
"tm todo ciudadano revestido con carncter 
"público, por rnzon de sus funciones 6 ele 
"sn cunlidacl. :Estos tribunales deben pro­
"ridcnciar, á quien por derecho correspon­
·'cla, en toda accion sobro indemnizacion 
"do daños y perjuicios funda,;la en hechos 
"do esta naturaleza. La accion civil que 
"resulta de delitos cometidos por medio 
''de la prensa ú otro medio de la publica­
"cion contra los funcionarios ó contra to­
"uo ciudadano revestido con carácter pú­
"blico, no podrá en ningun caso perseguir­
"so con separacion de la accion pública. 
"Dicha accion civil se estinguirá de pleno 
"elerecho por el solo hecho ele estinguirso 
"la nccion pública." 

Conviene observar, no obstante, que el 
legislador de 1848 no autorizó la opinion 
absoluta que llegaba hasta suprimir la ac­
cion civil. Esta accion no fué destruida, 
sino que únicamente debía entablarse ante 
el tribunlll criminal, que era entonces di­
rectamente competente, en virtll(l de que­
rella ele la parto perjudicada; do otra suer­
te, se hubiera hallado espucsta esta parte 

[ 1] Los art., 83 y 84 do la Constitucioo de 18-18 se 
ha.liaban coocebi~ 8C$UU el mismo esptritn, El pro­
y~to de Constituc1on iba mas leJos, puesto que atri­
bwa al Jurado el cooochuient.o de todo delito cometido 
;¡>or medio d~ la p~ ú otro medio de la publicacion. 
J>ero no hab1a un mterea gr&t'e en someter al jurado las 
cuestK)ncs- de di!Amacion Pllramente privada, en que no 
i,c adllllte la prueba de loa hiC'bos difamatorios Asf 
pues, se habia coaaervado implicitamento la JcgWacio~ 
de 1819, por la remision que hacia el art. 83 á. las leyes 
orgánic09 p&ra determinar la competenoia de los delitos 
de injuria y de difam.acion contra loe p~icn.lam. 

ú una verdadera donegacion tl;l justicia, 
Queda, pues, consignado, que el querellan­
te puede obtener indemnizacion de daños 
y perjuicios, aun cuando se halla resuelto 
negntivamente la cuestion ele culpabilidad, 
porque pueele haber en ella una difa1uacion 
bastante censurable para dar lugar lÍ repa­
raciones ci,-iles, sin ser bastante graye pa­
ra ocasionar una oondona penal. 

La Constitucion de 1852 no reprodujo 
las disposiciones de la Constitueion prece­
dente en favor de la libeftad ele la prenB11, 
y especialmente la que, trasformando el 
jurado en jur:i.adiccion civil, le llamaba so­
lo en los hechos ó delitos de la prensa 
á resolver sobre los daños y perjuicios 
(Const. de 1848, art. 84), El régimen ac­
tual, que propende por el conuario á ro• 
dear á los funcionarios públicos de una 
proteccion enteramente especial, debía te­
ner por consecuencia 16gica el restableci­
miento, en esta materia, de la legislacio u 
de 1822. As[, pues, el decreto de 13 ele 
Febrero de 1852 (art. 48) suprim i6 nuew­
mente la facultad de probar con testigos 
la rnalidacl de los hechos difam.otorios, al 
mismo tiempo que restabloci6 (art. 25) pa.­
ra todos los clelitos coD;1eticlos por medio 
de la prensa ú otro medio ele publicacion, 
la competencia de los tribunales do policía 
col'l'eccional, abolida primeramente en 1819 
y clespues en 1830. 

No debe, sin embargo, emjcrarse L'\ tras­
cendencia de la nueva legislacion, é imagi­
nar, como so ha sostenielo, que el acusado 
de difamacion óontra un funcionario públi­
co no es hoy admitido por la letra ele! nrt, 
25 de la ley de 26 de Mayo de 1819, á de­
nunciar los hechos, si' son punibles segun 
la ley; denuncia que oca!liona el sobreRei­
miehto del procedimiento por difamacion 
(1). Esta facultad, que Re remonta al arti­
culo 362, del C6digo penal; so ha sostenido 
bajo el r6gimen del decreto de 1852 por 
sentencias del tribunal de casacion de 19 
de Enero y de 1~ do Junio de 1855. 

[l] Pero en el dia, t·omo antfguamente-Caa.Junio 
de 1811,- el hecho de la denunria no hará que cet1e11 
los procedimientos si hubicao injnrin. -V, núm. G5 al 
fu,,-


